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PUNTOS DE SUSCRICIÓN. PRECIO DE SUSCRICIÓN.

Za r a g o z a , en la Administración del Bo- 
Sita cn la ^Pronta do la Casa-Hospicio 

36 Misericordia.
Las sugcriciones do fuera podrán hacerse re- 

kf,10, 0 Su imPorte en libranza del Tesoro ó 
Llra de fácil cobro.

e°rrrespondencia se remitirá franqueada 
Baiia0^6^ de dicha ImPrenta D. Gregorio Ca-

TREINTA PESETAS AL AÑO.
•

Las reclamaciones de números se harán den­
tro de los 12 días inmediatos á la fecha de los 
que se reclamen; pasados éstos, la Administra­
ción sólo dará los números, previo el pago, al 
precio de venta.

Números sueltos, 25 céntimos de peseta ca­
da uno.

BOLETIN OFICIAL
DE LA PROVINCIA DE ZARAGOZA.

ESTE PERIÓDICO SE PUBLICA TODOS LÓS DIAS, EXCEPTO LOS LÚNES,

B9 ton rS? rlisP°siciones generales dol Gobier- 
Sla ilesan atonas para cada capital de provin­
a toe ciin?UeSP Publican oficialmente en ella, y 
ie la rniolí1"0 iias después para los demás pueblos 
■^■ede ]^yi Provincia. (.Decreto de 28 de Noviem-

Inmediatamente que los Sres. Al­
caldes y Secretarios reciban este Bo ­
l e t ín , dispondrán que se fije un ejem­
plar en el sitio de costumbre, donde 
permanecerá hasta el recibo del nú­
mero siguiente.

pa r t e o f ic ia l .
Re s id e n c ia  d e l  c o n s e jo d e min is t r o s .
'1 • MM. y Augusta Real Familia conti- 

eii el Real Sitio de San Ildefonso sin 
6^d en su importante salud.

^ElERNO DE LA PROVINCIA DE ZARAGOZA.
TELEGRAMA.

^-1 11
‘nio. Sr. Director general de Beneficencia y 

^ient 6n te^e^rama de es^a fec^a’ m® dice lo si- 

rj.
^ica a 1884.—La Gaceta de hoy pu-

«p 8^u^en^e Parte sanitario:
iiiv^V^'dicia. de Alicante.—En Elche hubo a ver una 

del cólera V ninguna defunción. En Mo-
,llla invasión y 2 defunciones. En Monforte 2 

^sto ?hes y ninguna defunción. En Alicante y el 
Pp^6 provincia no hay novedad.

y de Lérida y Tarragona.—A las cuatro
y'1 Ia madrugada no se habían recibido no-

(\\ de 1884.—Según los partes reci-
^ja8 nuestros Cónsules en el extranjero, las no- 

«p. 6 palera son las siguientes:
Ian<da-—En Tolón durante las 24 horas últi­

Los Srcs. Secretarios cuidarán bajo su más es­
trecha responsabilidad de conservar los números 
de esto Bo l e t ín , coleccionados ordenadamente 
para su encuadernación, que deberá veriñcarse 
al final do cada semestre.

mas han ocurrido 2 fallecimientos; en Large una 
defunción; en Nimes 2; en Perpignán una; en Thuir 
una; en Millas una; en Prades una; en Esthoer una; 
en Piuca una; en Ande Lediuán una.

Italia.—En Nápoles desde la media noche del 21 
al 22 ha habido 251 invasiones, seguidas de 82 de­
funciones, y 20 más de casos anteriores; en cura 
171; en las cercanías 59 casos con 34 defunciones; 
en cinco pueblos de cuatro provincias 6 casos y 4 
muertos. Provincia de Génova, en Spezia 23 casos 
y 9 defunciones; en el resto de la provincia 6 casos. 
En Roma un caso, seguido de muerte, en persona 
procedente de Maceadese.»

Lo que se publica en este periódico oficial para 
conocimiento del público. .

Zaragoza 24 de Setiembre de 1884.—El Gober­
nador, Antonio González Solesio.

SECCION PRIMERA.

MINISTERIO DE FOMENTO.
REAL ORDEN.

limo. Sr.: En la duda de si la Administración 
provincial traspasará los límites de su competencia 
y atribuciones por el hecho de tramitar y resolver, 
en cualquier sentido que sea; ciertas pretensiones de 
los interesados en expediente de registros mineros 
ya cancelados, el Gobernador de Alicante pide á 
este Ministerio algunas aclaraciones sobre la inteli­
gencia y aplicación de la Real orden de carácter ge­
neral, fecha 20 de Mayo de 1882.
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En la declaración 2.a de la Real orden de carácter 

general de 20 de Mayo de 1882 expone el citado Go­
bernador, se dice que los interesados en los expe­
dientes que de Real orden fueron declarados nulos y 
sin curso ni valor alguno, por estar comprendidos 
en la disposición del párrafo segundo del art. /o del 
reglamento para la ejecución de la ley de minas, no 
tienen, en tal concepto, personalidad legal para opo­
nerse en vía gubernativa á la prosecución y apro­
bación de los expedientes que por ser más antiguos 
motivaron la declaración de nulidad, no procedien­
do por consiguiente notificarles las providencias que 
en éstos se dicten; y que no pueden invocar en vía 
contenciosa derecho alguno lesionado, ni como de­
mandantes ni como coadyuvantes de la Administra­
ción. .

A pesar de esta declaración, sucede con trecuen- 
cia que después que en una solicitud de registro se 
dicta providencia de cancelación declarándola nula 
y sin valor, con arreglo á lo dispuesto en los párra­
fos segundos y cuarto del art. 75 del reglamento, 
por referirse á terrenos ya registrados, cuyos expe­
dientes se hallan en tramitación; después de que 
esta providencia ha sido ya confirmada por Real or- | 
de, y después de que contra esta Real orden se esta­
bleció recurso contencioso y fué desestimado por no 
haber sido presentado dentro del plazo legal, los au­
tores de dichas solicitudes formulan reclamaciones 
v protestas en el acto de la demarcación de la mina 
cuvo expediente por su mayor antigüedad motivó la 
cancelación, y pretenden que por virtud de estas re­
clamaciones y protestas la Administración provin­
cial decrete la cancelación del expediente preferido 
y revalide los cancelados.
" En la declaración 1.a de la misma Real orden de 
20 de Mayo de 1882 se dice que las Reales órdenes 
dictadas durante el curso de los expedientes de mi­
nas ponen fin á la vía gubernativa con relación a 
los extremos que resuelven, y no pueden ser por 
consiguiente examinadas y discutidas de nuevo ni 
revocadas por la Administración activa en ninguna 
de sus jerarquías, y sí sólo en la vía conténcioso-ad- 
ministrativa. , , . i i i

Pero en el preámbulo de la misma Real orden, al 
exponer los fundamentos de la declaración trascrita, 
se dice: «con la única diferencia de que algunas Rea­
les órdenes sólo pueden ser examinadas juntamente 
con aquellas en que se concede ó niega la aprohroón 
de los expedientes y el otorgamiento de la conces-tón.»

De esta doctrina y de la declaración 2.‘ deducen 
los interesados que las Reales órdenes que confirma­
ron las providencias de cancelación deben ser exa­
minadas y discutidas en la vía contenciosa junta­
mente con aquellas en que se examinó el expediente 
preferido y se otorgó la concesión, y pretende que 
para que pueda tener lugar ese examen y esa discu­
sión en la vía contenciosa, es indispensable que la 
Administración provincial examine y resuelva las 
reclamaciones y protestas por ellos presentadas en el 
acto de la demarcación de la mina cuyo expediente 
fué preferido. Y pretenden otros, por último, que la 
Real orden de 20 de Mayo de 1882 no es de obliga­
toria observancia y general aplicación en las solici­
tudes ó expedientes de registro promovidos y cance­
lados con anterioridad á su publicación en la Ga- 

' ceta.

Este Gobierno de provincia no vacilaría en ae^'
JD&bC UUUIUIII'J uv ---------- ,

timar los oposiciones y protestas de que se trata, i 
ro para examinarlas y resolverlas en ese ó en 
sentido, tendría que poner en curso y 
expedientes cancelados, reconociéndoles y (‘a,1( 
valor y efectos legales, con lo cual apareced 
Administración provincial traspasando quizás 10 
mites de su competencia y atribuciones.

La consulta abraza, como se ve, los tres
siguientes: . . ¿as

1 .° Si las providencias de cancelación 
con arrreglo á los párrafos segundo y cuarto de 
tículo 75 del reglamento para la ejecución de l'1 
de minas de 4 de Marzo 1868, cuando bieio11.^ 
confirmadas de Real orden, y esta Real orik’1' 
pugnada en vía contenciosa ante el Consejo de 
tado, y esta impugnación desestimada por no y 
sido presentada dentro del plazo legal, son fu10 e|) 
ejecutorias, y por consiguiente indiscutibles asi 
la vía gubernativa como en la contenciosa, ó s te 
ben ser en ésta examinadas y discutidas juptain^ 
con la Real orden de concesión de la mina ( 
expediente, por ser más antiguo, motivó dichas 1 
videncias de cancelación. .

2 .° Si siendo estas providencias firmes y ejec 
rias,y no pudiendo ser examinadas y discutidas» 
vam-nte en la vía gubernativa ni en la contem'1^. 
debe la Administración provincial tramitar, exa 
nar y resolver las reclamaciones y protestas 
autores de esos expedientes cancelados presente1 
el acto de la demarcación de las minas cuyos e 
dientes por ser más antiguos motivaron las cañe v 
ciones, ó si deben repelerlas y dejarlas sin 
valor alguno cual si no hubieran sido presenta0^

Y 3.° Si la Real orden de 20 de Mayo de 
es de ineludible observancia y aplicación en। los 
podientes incoados con anterioridad á su publica' ‘ 
ya se encuetren en la vía gubernativa, ya en la 
tencioso-administrativa. , ,

Nada nuevo y que altere lo establecido tiene J,, 
decir este Ministerio para resolver las dudas 
consulta expresa, puesto que todo está clara } .y, 
minantemente previsto en la ley y en el reglan1* re.

Primer punto. En los artículos 75 y 76 de1 p 
glamento el legislador partió del supuesto, y as ¡5. 
expresa, de la existencia de dos solicitudes (1L‘ ’ )ir 
tro, una más antigua que la otra, las cuales da - 
gar á la formación de dos expedientes. p'

Estos dos expedientes se tramitan con mutü» .6 
dependencia, puesto que en los citados artícui 
dispone que si son referentes á un mismo terreé 
comparen lás fechas de las solicitudes que p1 i’¡ 
vieron y se dicte providencia de cancelación 
más moderno. cO0'

En el párrafo primero del art. 88 de la ley se 
cede al autor del expediente el derecho de 11 
sentar contra esa providencia de cancelación a1 
Ministerio de Fomento, y en el 89 (párrafo seg11^-,- 
y en el 91 se le concede el de reclamar en vía j; 
tenciosa ante el Consejo de Estado la revocaci0^^ 
la resolución ministerial dentro del plazo de 
trascurrido el cual sin haber hecho uso de ese j,' 
cho, es firme y ejecutoria la providencia de caí yO 
ción á tenor de lo preceptuado en el párrafo D 
del art. 86 del reglamento.

La mutua independencia de estos dos expe
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es por tanto indiscutible, puesto que á la vez que en 
el más moderno dispone el art. 75 que se dicte pro­
videncia de cancelación declarándolo nulo y sin nin­
gún valor, y el 88 de la ley que se tramite en vía 
gubernativa la apelación de esa providencia, y el 
o9 y el 91 de la misma ley que la resolución minis­
terial puede ser impugnada en vía contenciosa den- 
h’o de 30 días, el mismo art. 75 del reglamento pre­
Ceptúa en su párrafo tercero que el expediente más 
mitiguo «.coutimie su curso en la forma y en los 
plazos que correspóndan.» ,
\ esta independencia entre los dos expedientes de 

v^gistro no podía dejar de establecerla el reglamento 
S1 había de estar en armonía con la ley y consigo

Por Ia razón siguiente:
hl art. 20 de la ley dice: «el registro es uno de 

°8 medios de conseguir la propiedaH 'miuera, y la 
solicitud de registro confiere el derecho preferente á 
a concesión y propiedad.» .
. Y art. 29 del reglamento ordena que esa soli­

citud de registro «se redactará en la forma del mo- 
uelo núm. 2;» CUvo modelo termina con estas pala- 
w’as: «á fin je qU‘e en su día se me espida el co- 
respondiente titulo de propiedad »

hstos datos legales evidencian que en todo expe- 
mente de registro minero se solicita la propiedad; 
‘p6 cuando en ese expediente se dicta providencia 

cancelación declarándolo nulo y sin valor con 
^'eglo al art. 75 del reglamento, se niega á su au- 
°i‘ la propiedad solicitada, y que por consiguiente 

.Sa providencia es reclamable ante el Ministerio, y 
91 tíeal orden que la confirma lo es á su vez en vía 
^’itenciosa ante el Consejo de Estado, á tenor de lo 
^Puesto en el caso 2.° del art. 89, en el 91 de la

en el párrafo noveno del 86 del reglamento. , 
, v no se puede suponer que ese caso 2." del art. 86 
c la ley, al decir concediendo ó negando la propie-

de minaste refiere á expedientes en los cuales 
Rp discute la subsistencia ó insubsistencia de una 
^epiedad ya concedida ó preexistente: porque cuan- 
Üo ésta se trata, preceptúa ya el art. 68 de la ley 
^e se dicten providencias de caducidad g no de 
c&ncelación; y en el párrafo segundo del 88 se dis- 
Peiie que esas providencias de caducidad pueden ser 
''^lamadas en vía contenciosa ante el Consejo pro- 
^cial, con apelación al Consejo de Rstado por par­

® (^cl antiguo concesionario^ diferenciándolas por tal 
1T|anera de las de cancelación de expedientes de re- 
^‘^ro en las cuales se concede ó niega la propiedad 
s°hcitada y que siguen los trámites ya referidos de 
pación al Ministerio ó impugnación de la resolu-

de éste ante el Consejo de Estado en vía con­
tenciosa. ‘

Siendo, pues, absolutamente independiente la tra- 
^tación de los dos expedientes, y refiriéndose y 
Rutando tan sólo á cada uno de ellos las providen- 

que en ei mismo recaen, es indudable que m de 
c^"elación recaída en el más moderno adquiere el 
Carácter de firme y ejecutoria, cuando la Real orden 

la confirmó ha sido reclamada fuera del plazo le­
gal eri vja contenciosa, ó no fué en ella revocada 
llor otra razón cualquiera, y que esa providencia v 
Csa Real orden que la confirmó no pueden ya ser ja- 

examinadas, discutidas ni revocadas en ningu- 
?.a vía legal separada ni juntamente con la que se 
lcte ó haya dictado en el expediente más antiguo

concediendo ó negando á su autor la propiedad que 
en él había solicitado.

Si así no fuera, si la Real orden que confirmó la 
providencia de cancelación y nulidad del expediente 
más. moderno, en el cual fué dictada, hubiere de 
ser examinada y discutida y pudiere ser revocada, 
ya en la vía gubernativa, ya en la contenciosa, jun­
tamente con la de concesión que hubiere recaído en 
el expediente más antiguo, no existiría la indepen­
dencia con que el art. 75 del reglamento y los 88, 
89 y 91 de la ley quisieron que se tramitasen los dos 
expedientes: no conservaría aquella providencia de 
cancelación el carácter de ejecutoria que le da el ar­
tículo 86 del reglamento, diciendo que trascurrido 
el plaio de 30 días g lodos los demás dentro de los 
cuales la leg g el reglamento conceden /acallad pli­
ra representar ó de establecer recurso contencioso, 
las providencias g resoluciones serán ejecutorias, v 
no se cumpliría jamás lo dispuesto en el art. 4) del 
mismo reglamento, que dice así: «En los casos a que 
se refieren los párrafos segundo y tercero del artículo 
anterior, el expediente cancelado no podrá revali­
darse ni tener curso ni efecto en ningún tiempo.»

Es decir, que quedarían anulados, borrados de la 
ley y del reglamento todos los artículos precitados, 
v se realizaría la anomalía de que los Uobernado- 
rés, el Ministerio y el Tribunal contencioso viniesen 
por el mismo orden en que quedan citados á exami­
nar, discutir y confirmar ó revocar providencias que 
tenían ya el carácter de inconfirmables é irrevoca­
bles desde el momento en que habían adquirido el 
de firmes y ejecutorias por disposición expresa de 
layey. n .

Por todas estas razones, á fin de evitar que por 
ignoranccia ó por otras causas menos disculpables 
continuase el abuso de hacer interminables con apa­
riencias de legalidad los expedientes á que se refie­
ren los artículos 75 y 76 del reglamento, se dio e 
carácter de general y obligatoria aplicación á la Real 
orden de 20 de Mayo de 1882; la cual, al reconocer 
que algunas Reales órdenes dictadas durante el cur­
so de un expediente de minas pueden ser examina­
das y discutidas en vía contenciosa, juntamente con 
aquellas en que se concede ó niega la aprobación 
del expediente y el otorgamiento de la concesióu, 
se refiere á las dictadas en el mismo expediente, y 
de ninguna manera á las que fueron dictadas en el 
otro que por ser más moderno quiso el reglamento 
que se tramitase independiente y separadamente de 
aquél, así en la vía gubernativa como en la conten­
ciosa,’hasta que fuese ejecutoria su resolución.

Y la prueba de que no se refiere ni referirse podía 
á la de cancelación del más moderno, es que en la 
parte dispositiva se declara que los interesados en los 
expedientes gue de Real orden .fueron cancelados y 
declarados nulos y sin curso ni valor alguno por es­
tar comprendidos en el párrafo segundo del art. lo 
del reglamento, no tienen personalidad legal para 
oponerse en vía gubernativa á la aprobación de los 
expedientes que por ser más antiguos motivaron la 
declaración de nulidad, y que no pueden invocar en 
vía contenciosa derecho alguno lesionado ni como 
demandantes ni como coadyuvantes de la Adminis­
tración. Declaración que en el preinserto art. 76 del 
reglamento estaba ya hecha y que aleja toda duda 
sobre este extremo.
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Segundo punto. El art. 76 ya trascrito del re- 
g-lamento lo resuelve.

La tramitación de las reclamaciones y protestas á 
que este punto de la consulta se refiere sería un efec­
to de la existencia material del expediente cancela­
do: su examen requeriría indispensablemente que se 
pusiese en curso ese expediente para apreciar el fun­
damento de tales reclamaciones y protestas; la reso­
lución de éstas, si era favorable á su autor, no podría 
ser otra que la revocación de la providencia de can­
celación y la revalidación del expediente cancelado; 
y si era adversa, la confirmación de esa providencia 
de cancelación.

De manera que la Administración por esta serie 
de actos vendría á conceder efectos legales ¿ un ex­
pediente cancelado, á darle curso y acaso á revali­
darlo, á pesar de que el art. 76 del reglamento dice 
que iio podrá, TenaUdarse ut tener curso ni efecto en 
ningún tiempo-, y vendría á revocar ó á confirmar 
una providencia de cancelación que, según el párra­
fo noveno del art. 86 del reglamento, era firme y 
ejecutoria, y por tanto inconfirmable é irrevocable.

Esta sencilla y clara exposición del hecho y de 
sus consecuencias y la de los textos del reglamento 
evidencian que la Administración provincial, lo 
mismo que la central, ya sea en el ejercicio de la 
jurisdicción activa, ya en el de la contenciosa, in­
fringen á sabiendas lo preceptuado en los artículos 
76 y 86 del reglamento, y ejercen facultades y se 
atribuyen competencia de que legalmente carecen 
siempre que tramitan, examinan y resuelven en 
cualquiera sentido que sea las reclamaciones y pro­
testas que los interesados en los expedientes cance­
lados con arreglo al art. 75 del reglamento presentan 
contra la demarcación y concesión de la mina cuyo 
expediente, por su mayor antigüedad, motivó la 
cancelación.

Tercer punto. Basta leer las declaraciones conte­
nidas en la Real orden de 20 de Mayo de 1882 y re­
flexionar un momento sobre lo que queda dicho, con 
relación á los dos primeros puntos de la consulta, 
para reconocer que esa Real orden no es un nuevo 
reglamento para la ejecución de la ley de minas, ni 
hizo alteración alguna en el vigente, ni dice y esta­
bleció nada que no estuviese ya dicho, establecido y 
preceptuado en ese mismo reglamento y en el Real 
decreto de 21 de Mayo de 1853, referente á las re­
soluciones reclamables en vía contenciosa ante el 
Consejo de Estado. ..

En el preámbulo de este Real decreto se dijo lo 
siguiente:

«La jAirisdicción que se confirió al Consejo Real 
para conocer en primera y única instancia de las 
demandas contenciosas contra las resoluciones de 
los Ministros de la Corona exigían que el Gobierno 
de V. M. dictase las disposiciones oportunas para 
poner en armonía el curso y tramitación de los ex­
pedientes con la nueva garantía que se dió al Es­
tado y á los particulares en la creación de los Tribu­
nales c-OTiteYido^o-administrativos; pues si la conce­
sión del recurso no fuese acompañada de aquellas 
disposiciones, se convertiría las más veces en un 
trámite inútil, no sería prenda de seguridad, ni con­
tribuiría á simplificar la marcKa de la Administra­
ción activa.

Corresponde, pues, á estos principios, establecer 

que tengan un término las resoluciones guberna,^ 
que pueden ser impugnadas en vía contenciosa.

Sin esta disposición, los expedientes se eternií^' 
se desautoma la Administración con resolucW 
contradictorias y el Estado sale siempre perjudica^0' 
porque el interés privado, activo y vigilante esf 
la ocasión que le es más favorable, y logra 
con su importunidad lo que tal vez no obtendría *
la justicia. , ,

Ya se consideren las resoluciones de los Ministr0® 
como decisiones en primera instancia, ya como con­
cesiones á una parte sobre derechos controverliaf^ 
es indispensable darles estabilidad y fijeza, 
nando en un Real decreto el principio de buena V 
ministración de que las providencias adminístrate 
vas que producen derechos y causan estado sólo E., 
dm ser revocadas por la vía contenciosa, deduci 
ante los Tribunales y en la forma que disponen Ia
leyes.» ,

Y en consonancia con estas razones, dice el, a ' 4 
tículo 2." del decreto que «las resoluciones mioi^' 
ríales no podrán ser revocadas por la vía admiré* 
traliva, y sólo si por la contenciosa, cuando teiig^ 
carácter de definitivas y causen estado con arrojé 
á lo dispuesto en las leyes y reglamentos vigentes^

Los artículos 89. 91 y 86 del reglamento Para 
ejecución de la ley de minas, ai establecer que Ia 
Reales órdenes confirmatorias de las providencias < 
cancelación dictadas en virtud de lo preceptuado e 
el art. 75 del mismo reglamento son reclamabl^ 
por la vía contenciosa dentro de 30 días, y que traS' 
currido este plazo sin haberse presentado la red®' 
mación son firmes y ejecutorias, dicen y establece» 
bien claramente (pie esas Reales órdenes tienen c&‘ 
rácter de definitivas y causan estado-, pues sólo *'■' 
niendo ese carácter le sería lícito decir que queda” 
firmes y ejecutorias en el caso de no ser impugu” 
das por la vía contenciosa dentro de los 30 días.

Teniendo, pues, como indudablemente tieneib 
esas Reales órdenes el carácter de definitivas, y ca^j 
sando estado con arreglo al reglamento vigente, 
indiscutible que antes ya de publicarse la Real cv 
den de 20 de Mago de 1882, ponían fin, como lo p°' 
nen hoy, á la yía gubernativa, y no podían ni puf' 
den hoy ser en ella examinadas y revocadas si” 
infringir el art. 2.° (que queda trascrito) del Re”1 
decreto de 21 de Mayo de 1853, cuyas disposición^ 
son obligatorias para todos los Ministerios y apte 
cables á las resoluciones de los mismos, según W 
dispuesto en el art. 14 del de 20 de Junio de ISS^’

Y continúa diciendo el preámbulo del decreto d6
21 de Mayo de 1853: , , ,

«No es menos conveniente para poner término 11 
los expedientes y dar estabilidad y fijeza á los der”' 
chos creados por resoluciones administrativas señfl-' 
lar un plazo para reclamar contra ellas en vía con' 
tenciosa.

Desde el momento en que se hace saber una i’e' 
solución á un partidular, conoce éste si le perjudic” 
ó no en los derechos que tiene adquiridos; y los 
cursos que el mismo sistema administrativo conced 
para comprobar la justicia de sus resoluciones 
deben convertirse en medio de decepción ó en pretor^ 
para retrasar la resolución definitiva de los exp6' 
dientes y obtener una decisión favorable si por 6 
trascurso del tiempo y las variaciones de las oficiu® 
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llegasen á desaparecer algún día los fundamentos 
que se oponían á ella; y si los particulares dejan 
^asciiTrir aquel plazo siu hacer uso del recurso cou- 
Uucioso^ justo es tambiéu que la providencia quede 
^•'eDocablemente ejecutoriada, porque los intereses 
fiel Estado no deben estar siempre escpuestos al in­
cierto resultado de nuevas demandas.'»

, Como consecuencia de tales premisas se estable­
cieron en dicho Real decreto los plazos para hacer 
uso del recurso contencioso, respetando en el artícu­
lo 4.° los fijados al efecto ó que en lo sucesivo se 
ujasen en las legislaciones especiales.

Entre éstos figura el de 30 días fijado en el ar- 
l'culo 91 de la ley de minas para reclamar la revo­
cación de las Reales órdenes confirmatorias de las 
lU’Ovidencias de cancelación dictadas con arreglo al 
‘yi- ^5 del Reglamento, y por consiguiente, aun 
cuando no existiera el párrafo noveno del art. 86 
de* mismo reglamento (que ya queda trascrito) y 
antes ya de que se hubiere publicado la Real orden 
uu 20 de Mayo de 1882, las Reales órdenes de que 
Se trata eran, como son hoy, irrevocablemente eje- 
^lorids, y uo podían estar expuestas al incierto 
1 Quitado de nuevas demandas, á tenor del citado de- 
d'eto de 21 de Mayo de 1853, siempre que los inte- 
?csados luíbiesen dejado trascurrir aquel plazo de 30 

sin hacer uso del recurso contencioso.
. como los derechos desconocidos ó anulados por 
^cisión irrevocablemente ejecutoria no pueden con- 
^u^rarse lesionados, ni ser objeto de nuevas deman- 
tL(l^ ni dar personalidad legal á los interesados para 
establecerlas, es claro é indiscutible que en este caso 

encontraban aquellos á quienes afectan las Rea- 
,es órdenes mencionadas antes ya de la publicación 

1 c tu de 20 de Mayo de 1882 y aun cuando ésta no 
Se hubiese dictado y publicado.
i por tanto, evidente que esa Real orden de 20 
tie Mayo, al declarar que las dictadas durante el 
cUrso de los expedientes de minas ponen fin á la vía. 

■ gubernativa, en cuanto á los extremos que resuel- 
no pudiendo ser nuevamente examinadas ni 

futidas por la Administración activa en ninguna 
e sus jerarquías; y al declarar también (refiriéndo- 

? las Reales órdenes confirmatorias de las provi- 
yncias de cancelación que no fueron reclamadas en 
j*a contenciosa dentro del plazo de 30 días) que los 
■Pfresados en esos expedientes no tienen persona- 

*dud legal para oponerse en vía gubernativa á la 
^secución y aprobación de los expedientes que por 
jepmás antiguos motivaron la cancelación, y que 
í 0 Pueden invocar en vía contenciosa derecho algu- 

0 lesionado, ni como demandantes ni como coad- 
“gantes de la Administración, ni vino á constituir­
? en nuevo reglamento para la ejecución de la ley 
? yinas, ni hizo alteración alguna en el vigente, 
1 dijo y preceptúo nada que no estuviese dicho, 

tstablecido y preceptuado en ese mismo reglamen- 
Jb eu la ley de su referencia y en el preámbulo y 
j^’^dispositiva del Real decreto de 21 de Mayo 

Q Lo único que hizo esa Real orden fué reiterar la 
Jmgación de cumplir lo preceptuado en la legisla- 
t 11 vigente como indispensable para lograr los fi- 

y evitar los males que con notable acierto se se- 
ahm en el preámbulo de dicho decreto.

Y por esta razón, aun cuando fuera posible, que 
no lo es, despojarla de su carácter general, seguiría 
siendo, como lo es hoy, de ineludible observancia y 
obligatoria aplicación en todos los expedientes pro­
movidos antes y después de su publicación, sea cual­
quiera el trámite á que el interés privado haya lo­
grado llevarles con su importunidad, y en el cual 
se encuentren, así en la vía gubernativa como en la 
con te n cioso - ad m i n istrati v a.

En atención á todo lo expuesto, S. M. el Rey 
(Q, D. G.), conformándose con lo propuesto por esa 
Dirección genera], se.ha servido declarar:

1 .° Que las providencias de cancelación dictadas 
en los expedientes de registro, declarándolos nulos 
y sin valor, en virtud de lo preceptuado en los pá­
rrafos segundo y cuarto del art. 75 del reglamento 
de 24 de Junio de 1868 para la ejecución de la ley 
de minas de 6 de Julio de 1859, cuando fueron con­
firmadas de Real orden, y esta Real orden consentida 
ó impugnada en vía contenciosa ante el Consejo de 
Estado, y esta impugnación desestimada, bien poí­
no ser justa, bien por no haber sido presentada den­
tro del plazo de 30 días, son firmes é irrevocable­
mente ejecutorias, á tenor de lo dispuesto en el pá­
rrafo noveno del art. 86 del reglamento; no pudien- 
dó por consiguiente ser examinadas, discutidas, con­
firmadas nuevamente, ni revocadas en la vía guber­
nativa ni en la contenciosa, ni por la Administra­
ción provincial, ni por la central, separada ni junta­
mente con aquellas procidencias y sus Reales órde­
nes confirmatorias por las cuales se aprobó el expe­
diente más antiguo que motivó las de cancelación y 
se concedió la mina á que éste se refería.

2 .° Que sólo cometiendo un exceso de poder é 
infringiendo el Real decreto de 21 de Mayo de 1853 
y los artículos 76 y 86 del reglamento de la ley de 
minas puede la Administración, ya sea en vía gu­
bernativa, ya en la contencioso-administrativa, tra­
mitar y resolver las protestas y reclamaciones que 
los interesados en los expedientes cancelados hayan 
presentado en el acto de la demarcación de la mina 
á que se refiere el expediente preferido>-ni en virtud 
de ellas ó de cualquiera pretensión que en las mis­
mas se funde, revocar la Real orden que aprobó el 
expediente preferido y mandó expedir á favor de su 
autor el título de la mina.

Y 3.° Que la Real orden de 20 de Mayo de 1882, 
y lo mismo la presente, son de obligatoria obser­
vancia é ineludible aplicación en todos los expedien­
tes promovidos antes y después de su aplicación, sea 
cualquiera el trámite en que se encuentren, lo mis­
mo en la vía gubernativa que en la contencioso-ad­
ministrativa; constituyendo la falta da su aplicación 
en cualquiera de las dos jurisdicciones infracciones 
á sabiendas de todos los preceptos legales y regla­
mentarios que en las mismas se citan.

De Real orden lo digo á V. I. para su conoci­
miento y demás efectos. Dios guarde á V. I. mu­
chos años. Madrid 15 de Setiembre de 1884.—Pi- 
úal.—Sr. Director general de Agricultura, Industria 

, y Comercio.
^.Gaceta 21 Setiembre 1884).
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MINISTERIO DE GRACIA Y JUSTICIA.
CIRCULAR.

Son ya numerosas las consultas dirigidas á este 
Ministerio sobre dudas y conflictos ocurridos con 
ocasión de disposiciones sanitarias, singularmente 
en cuanto se relacionan con la concurrencia de tes­
tigos y peritos á diligencias judiciales, tránsito de 
empleados á sus puestos, comparecencias de litigan­
tes y práctica de probanzas en procesos civiles y cri­
minales, y por más que quizá se note de innecesario 
recordar el cumplimiento de leyes expresas y de 
aplicación diaria, las circustancias lo hacen ya pre­
ciso por lo genaralizado del olvido en que se ponen 
algunos preceptos sin cuyo cumplimiento estricto no 
sería posible la Administración de justicia.

La ley de Sanidad en sus artículos 57, 58 y 59 
prohíbe las cuarentenas y acordonamientos interio­
res, y sólo al Gobierno otorga facultades para dispo­
ner medidas coercitivas cuando circunstancias espe­
ciales lo aconsejen; la ley provincial en su art. ‘23, 
al dar atribuciones extraordinarias á los Goberna­
dores en casos de urgencia para la salud pública, lo 
hace sólo como anticipo de los derechos del Poder 
central, al que deben dar inmediatamente cuenta de 
sus disposiciones para que las apruebe ó rectifique, y 
la circular de 11 del corriente mes, expedida por el 
Ministerio de la Gobernación, confirma esos princi­
pios, fijando con toda claridad el derecho exclusivo 
del Gobierno para autorizar lazaretos y cordones, y 
la obligación de los Gobernadores de proteger en los 
demás puntos la circulación de pasajeros y mercan­
cías y el cumplimiento exacto de todos los servicios 
públicos.

De aquí se desprende que toda detención produci­
da por consecuencia de medidas del Gobierno ó por 
órdenes de los Gobernadores fundadas en la aplica­
ción del art. 23 de la ley provincial debe escrupulo­
samente respetarse por los Tribunales de justicia y 
sus auxiliares, subordinando á ellas en cada caso, 
términos y providencias, como suceso de fuerza ma­
yor é impedimento legítimo; pero todo lo demás 
que sea consecuencia de resoluciones de Juntas de 
Sanidad, Ayuntamientos, Alcaldes ó particulares 
decretando ó ejecutando aquello á que no alcancen 
sus atribuciones ordinarias en todo tiempo son sim­
ples delitos de usurpación de funciones públicas, de­
tenciones ilegales, ataques contra el ejercicio de los 
derechos garantidos por la Constitución, coacciones 
ó daños, que unas veces podrán aparecer rodeados 
de circunstancias atenuantes, otras de agravantes por 
servir la calamidad de ocasión á satisfacer móviles 
reprobados, y que en todo caso son y siguen siendo 
delitos definidos por el Código, de cuya responsabi­
lidad no resultan exentos sino aquellos que obran 
en el ejercicio legitimo de un derecho, oficio ó cargo. 
(Art. 8.°, circunstancia 11, del Código penal.)

Las epidemias ce agravarían, por manera enorme 
en sus consecuencias, si su aparición en un extremo 
del país diera pretexto para que, bajo el nombre de 
precauciones sanitarias, quedaran los derechos de la 
administración de justicia subordinados á la arbi­
trariedad de toda Autoridad local.

Asi, pues, en todos los puntos donde resoluciones 
del Gobierno central ú órdenes de los Gobernadores 

civiles en virtud del art. 23 de la ley provincial aD' 
tes citada no lo impidan, deberán seguirse celebran­
do los juicios, citándose á los testigos, llamando a 
comparecer á los peritos y á las partes, exigiendo 
residencia y toma de posesión dentro de término a 
los empleados; en una palabra, funcionando con re­
gularidad la administración de justicia, y los obstá­
culos que á ello se opongan habrán de removerse 
por medio de la aplicación del Código penal, instru­
yendo los procesos que sean necesarios, según el de­
lito que aparezca cometido y la persona ó Autoridad 
que resulte responsable, no considerando aquella 
hechos como motivos legítimos que deban suspender 
ó retrasar sin responsabilidad para nadie la adraim8' 
tración de justicia, sino como actos de fuerza mate­
rial, de cuyas consecuencias no siempre se podrá 1-' 
orar á los que lo sufran; pero á los que debe segu11' 
inmediato correctivo para sus autores y cómplices» 
ejercitando para ello la acción fiscal siempre quC 
sea procedente.

De Real orden lo digo á V. E. para que se sirv11 
comunicarlo y hacerlo cumplir á sus subordinado»' 
Dios guarde á V. E. muchos anos. Madrid 22 de Se­
tiembre de 1884.—Silvela.—Sr. Fiscal del Tríbun»1 
Supremo.

^Gaceta 23 Setiembre 1884)■

MINISTERIO DE LA GOBERNACION.
REAL ORDEN.

Pasado á informe de la Sección de Gobernació11 
del Consejo de Estado el expediente de suspensión 
del Ayuntamiento de Codorniz, decretada por V. 
lo evacuó con fecha 14 de Abril último en los téi" 
minos siguientes:

«Excmo. Sr.: En cumplimiento de la Real orden 
de 5 de este mes, ha examinado la Sección el expe' 
diente adjunto relativo á la suspensión del Ayunté' 
miento de Codorniz, decretada por el Gobernador de 
la provincia de Segovia, lindado en que la Corp®' 
ración había separado de su destino al Secretad0 
interino de la misma; en que en Agosto último 6" 
devolvieron al Ayuntamiento las cuentas de 1880-^1 
y 1881 82 pasa solventar algunos reparos y no l*6; 
cumplido este servicio á pesar de que en 16 de F6' 
brero se le. impuso la multa de 125 pesetas, que D0 
se ha hecho efectiva; en que en 1882 se giró uD6 
visita al Pósito, y habiéndose encontrado varios de' 
fectos, se conminó con multa á la Municipalidad pir 
ra que los corrigiera en un plazo de 20 días, sin q®0 
conste que lo hiciera la de aquella fecha ni que y 
haya hecho la suspensa, y en que no se han renty 
do las cuentas del mismo Pósito correspondientes 
1882-83, ni se ha satisfecho el contingente provi11' 
cial; en que se nombró Recaudador de consumos 0 
un Concejal sin exigirle fianza alguna; en que ep , 
de Noviembre último la Junta municipal elevó 
750 pesetas el sueldo de 625 que en el presupuel® 
se hallan consignadas para dotación del Secretar1^ 
y en que en 18 de Febrero de este ano se acoró 
conferir poder á un Procurador de Segovia ¡jara 
presentar al Ayuntamiento en el pleito entabh1 
contra la Corporación por dos particulares sobre P® 
go de cierta suma. Los Concejales D. Eugenio 
redero y D. Pablo Gallego votaron en contra de 69 
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ta resolución. El Alcalde y tres Concejales suspen­
sos han acudido á ese Ministerio pidiendo que se 
deje sin efecto la providencia del Gobernador.

Aunque, según V. E. se servirá reconocer, al­
gunos de los hechos que se imputan al Ayunta­
miento no constituyen falta, entre ellos el de haber 
conferido poder á un Procurador, porque, según el 
párrafo 3.°, art. 86 de la ley Municipal, los Ayun­
tamientos no necesitan autorización superior ni dic­
tamen de Letrados para seguir los pleitos en que 
saan demandados, y otros de los que se mencionan 
en el expediente no pueden atribuirse á la Municipa­
lidad, porque son anteriores á la constitución de la 
misma, ó sea al L° de Julio último; como quiera 
que varios de los cargos que quedan mencionados, 
especialmente los de haber nombrado Recaudador de 
consumos á un Concejal sin exigirle fianza, y haber 
aumentado el sueldo del Secretario mandando que 
el aumento se le satisficiese desde el día del acuerdo 
cuando ya estaba rigiendo el presupuesto, envuel­
ven verdadera gravedad, demuestran que la Admi­
nistración del pueblo se halla perturbada y muy re­
trasados los servicios más importantes, y evidencian 
el poco respeto que á la mayoría del Ayuntamien­
to suspenso merecían los preceptos de la ley Municipal 
y demás disposiciones vigentes y el poco celo con que 
cuidaba de los intereses comunales, cree la Sección 
que estuvo en su lugar la resolución del Goberna­
dor, porque semejante proceder no podía quedar sin 
severo y enérgico correctivo.

, Entiende, sin embargo, la Sección que la suspen­
sión no debe ser extensiva á los Concejales I). Pa­
tricio Martin, D. Eugenio Heredero y D. Pablo Ga­
llego, porque no concurrieron á las sesiones en que 
se acordaron el nombramiento del Recaudador de 
consumos y el aumento de sueldo al Secretario.

Por más que en el expedieute'no existen méritos 
Para exceptuarles de las otras faltas imputables á la 
Mayoría del Ayuntamiento, parece que no habiendo 
poncurrido á la comisión de las dos que se acaban de 
mdicar, quedan bastante castigados con un severo 
apercibimiento. < ,

Otro reparo ofrece la providencia del Gobernador, 
y es haber designado por sí esta Autoridad la per- 
s°na que debía desempeñar las funciones de Alcalde, 
guando, con arreglo al art. 49 de la ley Municipal, 
incumbía hacerlo al Ayuntamiento por no ser el 
Pueblo cabeza de partido judicial ni tener 6.000 ha- 
bltantes; ‘ .
, Opina, en resumen, la Sección que procede man- 
eiler la resolución del Gobernador, salvo en lo que 

Se fefiere en los tres Concejales de que queda hecho 
üiárito, á quienes debe dirigirse un severo apercibi- 
üüunto, y al nombramiento de Alcalde que tiene que 
b.er elegido por la Corporación, y prevenir á dicha 
Autoridad que dicte las medidas oportunas para re­

gularizar la Administración del pueblo »
ó conformándose S. M. el Rey (Q. D. G.) con el 

Preinserto dictamen, se ha servido resolver como en 
e ’nismo se propone. , t i

1Je Real orden, con inclusión del expediente, lo 
«ligo á V. s. para su conocimiento y demás efectos. 
Dios guarde á V. S. muchos años. Madrid 22 de 
Abril de 1884.—Romero y Robledo.—Sr. Goberna­
dor de la provincia de Sogovia.

(Gaceta 31 Agosto 1884).

SECCION SEGUNDA.

GOBIERNO DE LA PROVINCIA DE ZARAGOZA.
Se c c ió n  d e Fo me n t o .—Carreteras.

Travesía por Brea de la carretera provincial de Mores 
á Aranda.

Relación nominal de los propietarios d quienes Kaij 
que expropiar el todo ó parte de sus fincas^ para 
la construcción de dicha trauesia en el término 
municipal de Brea.

Número. NOMBRE DEL PROPIETARIO.
PRODUCTO 

líquido.

Peseíns.

1

2

3

4

5

6

Herederos de D. Mariano García Be- 
nedi, ó sea D. Fernando García Be- 
nedí y otros, vecinos de Brea; bal­
sa de un molino, que con dicho mo­
lino está amillarada en la canti­
dad de......................................  •

D. Aniceto Franco Sanz, vecino de 
Tudela,su encargada en Brea doña 
Matea Moor Marqueta; campo lla­
mado de D. Roque, de 3 cahíces, 6 
almudes de tierra: amillarado en 
la cantidad de................................

D. Joaquín Forniés Ballestero, veci­
no de Brea; huerto regadío, anexo 
á su casa, de 6 almudes de tierra: 
amillarado con la casa en la canti­
dad de..............................................

D. Guillermo Marqueta Torrijos, ve­
cino de Brea; huerto regadío, ane­
xo á su casa, de 6 almudes de tie­
rra: amillarado con la casa en la 
cantidad de.. ...............................

Herederos de D.a Rosa Sanz, ó sea 
D. Pedro Burbano Sanz, vecino de 
Brea; huerto regadío, anexo á su 
casa, de 4 almudes de tierra: a mil ta­
rado con la casa en la cantidad de. 

D. Pedro Forniés Ballestero, vecino
de Brea; una casa con corral y cuar­
to de cuencos, en las Tenerías del 
Puente: amillarada en la canti­
dad de.................................................

691

480

145

no

110

»

La que he dispuesto se inserte en este Bo l e t ín  
Of ic ia l , á fin de que los interesados produzcan las 
reclamaciones que crean convenientes dentro del 
plazo le 20 días.

Zaragoza 23 de Setiembre de 1884.—El Goberna­
dor, Antonio González Solesio.

SECCION QUINTA.
MINISTERIO DE LA GOBERNACION.

Dirección general de Beneficencia y Sanidad.
Circular.

No habiendo ocurrido, nuevas invasiones de cóle­
ra morbo asiático en la ciudad de Alicante, después 
de las que motivaron la orden de esta Dirección ge­
neral, por la que se declararon sucias las proceden­
cias de los puertos de dicha provincia; hallándose 
ya convenientemente acordonados los pueblos de la 
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misma donde aun no existen casos de aquella enfer­
medad, y establecidos de conformidad con lo que se 
dispuso en la Real orden circular del Ministerio de 
la Gobernación, fecha 11 del actual, los correspon­
dientes lazaretos; este centro directivo ha acordado 
declarar limpias las procedencias de Alicante y de­
más puertos de la mencionada provincia.

Madrid 23 de Setiembre de 1884.—El Director 
general interino, G. Fernández de Cadórniga.—Se­
ñor Gobernador de la provincia marítima de......

SECCION SEXTA.

Por terminación del contrato con el actual Profe­
sor, se halla vacante la titular de Medicina y Cirujía 
de este pueblo para la asistencia facultativa de las 
familias pobres, dotada con 125 pesetas anuales, pa­
gadas de los fondos municipales.

Los aspirantes dirigirán sus solicitudes documen­
tadas á esta Alcaldía hasta 30 del que rige, en que 
se proveerá.

Villadoz 21 de Setiembre de 1884.—El Alcalde, 
José Bellido.

Se halla vacante el partido de Farmacéutico de 
este pueblo desde el 1." de Octubre próximo: su do­
tación consiste en 8 000 reales anuales, pagados por 
los contribuyentes comprometidos en este contrato: 
el pueblo consta de 160 vecinos con 700 almas.

I,os aspirantes dirigirán sus instancias al Sr. Al­
calde de dicho pueblo hasta el día 30 del actual, que 
pasado éste se proveerá.

El Pozuelo 20 de Setiembre de 1884.—El Alcal­
de Presidente, Ramón Sarria.—P. A. D. A. y 
J. D. O., Manuel Alvarez, Secretario,

Desde el día 28 del corriente se hallarán vacan­
tes las plazas d,e Veterinario y Herrero de este pue­
blo. con la dotación de almud y medio de trigo pu­
ro por cada libra de hierro, siendo las aguzaduras 
gratis, y una media también de trigo puro por cada 
caballería, siendo el número de éstas en la actuali­
dad de 130, que el Profesor agraciado puede tener 
en cuenta para el herraje.

Los aspirantes dirigirán sus instancias á esta Al­
caldía hasta el día 30 del corriente, pues terminado 
el plazo se proveerá.

Malanquilla 22 de Setiembre de 1884.—El Alcal­
de, Millán Sánchez.

El repartimiento de la. contribución territorial y 
apéndice al amillaramiento de este pueblo del actual 
ano económico de 1884-85 estará de manifiesto en 
la Secretaría de este Ayuntamiento por término de 
ocho días, á contar desde el en que aparezca este 
edicto en el Bo l e t ín  Of ic ia l  de la provincia; de la 
misma manera y por igual término queda expuesto 
al público los padrones del impuesto equivalente al 
de la sal de este mismo año, á fin de que los contri­
buyentes puedan enterarse y los que se crean perju­
dicados reclamen de agravio en la forma procedente.

Monterde 18 de Setiembre de 1884.—El Alcalde, 
Antonio Marco.

SECCION SÉTIMA.
JUZGADOS DE PRIMERA INSTANCIA.

Calatayud.
D. Antonio Martín de Lara, Abogado de los Tribu­

nales de la Nación, Licenciado en sagrados Cáuo^ 
nes y Juez de primera, instancia é instrucción de 
la ciudad de Calatayud y su partido:
Hago saber: Que en este Juzgado y por testim0' 

nio del que refrenda, se sigue causa criminal sobre 
robo de 6 lienzos antiguos, pintados al óleo, y de 
mérito artístico, de la ermita de San Iñigo, de esta 
ciudad, propiedad de D. Vicente Higueras Arrué, 
vecino de la misma, durante los días de feria que89 
celebra en esta localidad, los cuales representan Ia5 
imágenes de Santa Teresa de Jesús, Santa Bárbara, 
Santa Ursula, Santa Inés, Santa Engracia y Santa 
Quiteria, los cuales son de un metro 24 centímetros 
de altura por 94 centímetros de anchura, sin quC 
hasta la fecha se haya podido averiguar quiénes 
sean los autores del referido robo.

Por tanto, en nombre de S. M. el Rey (Q. D. G.), 
exhorto y requiero á todas las Autoridades civiles V 
militares practiquen las oportunas diligencias en 
busca de los objetos robados, deteniendo y poniendo 
á mi disposición la persona en cuyo poder se en­
cuentren. ■

Dado en Calatayud á 13 de Setiembre de 1884.-" 
Antonio Martin.—D. S. O., Manuel Palomares.

Caspe.
Cédula de citación.

En virtud de providencia del Sr. Juez de instruc­
ción de esta ciudad y su partido, se cita y llama ¿ 
Francisco Maestro, "vecino de Pastríz, y cuyo actual 
paradero se ignora, para que dentro del término de 
10 días comparezca en este Juzgado á prestar decla­
ración como testigo en la causa que se sigue contri1 
Pedro Rozas Monviela y Jacinto Solsona Marqués, 
sobre supuesta tentativa de robo; bajo apercibimien­
to que de no hacerlo le parará el perjuicio que hay» 
lugar.

Óaspe 19 dé Setiembre de 1884.—V.° B.°—El 
Juez de instrucción, Francisco Tamayo.—El Actua­
rio, Antonio Pérez.

JUZGADOS MILITARES.

Zaragoza. .
D. Luis Misis y Miralles, Comandante graduado, 

Capitán del cuerpo de Estado Mayor de Plazas, 
primer Ayudante de ésta:
Ignorándose el actual paradero en esta capital 

del paisano Luis Quilez Alcalá, que se dice residir 
en la misma, se le cita y llama por el presente y 
tercer edicto, á fin de que comparezca en esta Fisca­
lía, ó manifieste su vecindad á la misma, sita pabe­
llones de la Aljafería, piso bajo, número primero, 
con objeto de prestar su declaración en un exhorto 
remitido al efecto. •

Zaragoza 15 de Setiemdre de 1884.—Luis Misis 
y Miralles.

IMPRENTA DEL HOSPICIO.
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